PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA

La imperiosa necesidad que el Congreso de la Nación Argentina incorpore en el Código Penal el delito de Genocidio y los delitos de Lesa Humanidad. Consideramos que es obligación ineludible del Estado perseguir firmemente este tipo delitos, que atentan contra el derecho de gentes y los derechos humanos fundamentales de los pueblos.

Una vez  más, renovamos nuestro compromiso como legislatura provincial de velar por la vigencia plena de los Derechos Humanos, y de continuar transitando junto a nuestro pueblo el camino hacia la verdad y la justicia.

FUNDAMENTOS

Estamos transitando un momento crucial en nuestra Nación y en nuestra Provincia en materia de Derechos Humanos. La lucha que durante mas de 30 años llevaron adelante  los diferentes organismos de Derechos Humanos tanto en nuestro país  como en el exterior, ha sido reconocida decididamente por un gobierno que contemplo desde el primer día de gestión la defensa de los Derechos Humanos. En este sentido, se llevan adelante los Juicios Penales contra quienes participaron de la última dictadura militar. Un importantísimo logro de estos juicios fue la condena a prisión perpetua del represor Miguel Etchecolaz. El mismo fue condenado por los delitos de       ya que no se encuentra en el ordenamiento legal penal de nuestro país tipificado el delito de Genocidio y los delitos de Lesa Humanidad. 

Varios son los instrumentos internacionales donde han quedado plasmadas las características fundamentales de este tipo de delitos. En este sentido, el 9 de diciembre de 1948, fue aprobada por la III Asamblea General de las Naciones Unidas la Convención para la Prevención y la Sanción del Genocidio, ratificada por ciento treinta y tres países. Nuestro país la ha ratificado con el decreto-ley 6286/56 del 9 de abril de 1956.

En este orden de ideas La Convención en su artículo 2 reza: “En la presente convención se entiende por Genocidio cualquiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional , étnico, racial o religioso como tal:

a) Matanza de miembros del grupo;

b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo;

c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear  su destrucción física, total o parcial;

d) Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo;

e) Traslado por fuerza de niños del grupo a otros grupos.

Este tipo de delitos, llamados de Lesa Humanidad, como el genocidio, traen aparejada la negación del derecho a la existencia de grupos humanos enteros, causando grandes perdidas a la humanidad, siendo por ello considera un crimen de Derecho Internacional. Por ello atacan un bien jurídico colectivo. 

Siguiendo el análisis, traemos que es el Derecho Penal, el sector del ordenamiento jurídico que tiene la función de proteger los bienes vitales fundamentales del individuo y de la comunidad. 

El Código Penal español que incorporó a la figura de genocidio en el capítulo dedicado a  los delitos contra la comunidad internacional, y sirvió como sustento legal en los procesos penales iniciados por los hechos sucedidos durante los gobiernos militares de Argentina y Chile, siendo incluso Scilingo juzgado y condenado por este delito.

Destacamos también el trabajo del Ministerio de Justicia y Derecho Humanos de la Nación que creó una comisión para la elaboración del proyecto de ley de reforma y actualización del Código Penal (Resoluciones M.J. y D.H. Nº303/04 y Nº136/05), el cual recopiló el desarrollo jurisprudencial en materia de delitos de lesa humanidad y sus consecuencias, y recepcionó los principios del derecho penal internacional. Así en el Libro Segundo De Los Delitos, Título I, incorporó bajo el título, y por lo tanto, como bien jurídico tutelado, Crímenes Contra la Humanidad a los delitos de Genocidio, Desaparición Forzada, Crímenes de Guerra y Tratos Inhumanos, empleo de medios prohibidos y utilización de medios desleales.

La Convención para la Prevención y la Sanción del Genocidio no contiene una enumeración limitativa y precisa de las sanciones que deberán aplicarse para estos delitos, esto lo deja como prerrogativa de los Estados Parte. Así la Convención en el art. VI prevé: “Las Partes Contratantes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus Constituciones respectivas, las medidas legislativas necesarias para asegurar la aplicación de las disposiciones de la presente Convención, y especialmente a establecer sanciones penales para castigar a las personas susceptibles de ser conducentes en cuanto tales, dejando a cado uno de los mismos la capacidad de determinar cuáles habrán de ser esas medidas y penas”. Esto establece, para los Estados parte, la obligación de legislar a fin de garantizar su aplicación y establecer sanciones, dejando a cada uno de los mismos la capacidad de determinar cuales habrán de ser esas medidas y penas. 

No hay dudas que en nuestro país se implementó un plan sistemático de persecución y exterminio de una parte de la población caracterizada como “subversiva”, esto quedaría subsumido en la figura típica de genocidio, ya que el actuar de los miembros de la última dictadura militar que usurpó el poder en el año 1976 estableció un plan coordinado de represión que produjo la desaparición de 30.000 personas.

Es por ello que consideramos necesario hoy mas que nunca, incorporar el delito de genocidio y los delitos de lesa Humanidad en nuestro ordenamiento jurídico, contemplando de esta forma, éste tipo de delitos, tan graves.

Es por estos motivos que solicito a las señoras Legisladoras y a los señores Legisladores que acompañen el presente proyecto de Declaración.

